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	Sesión número
	7

	Motivo: Amparo

	Recurrente: IGNACIO AISENMAN SAGAL, PRESIDENTE AGENCIA DATSUN S.A.

	Recurrido: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y MINISTROS DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES Y DE HACIENDA.

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que TRANSMESA le adjudicó la licitación de 250 vehículos a su representada, en la Sesión N° 5-78 del día viernes 27 de enero de 1978. Que a TRANSMESA le era imposible obtener la carta de crédito por lo que dispuso facilitar su obtención, avalando su monto. Que el Decreto Ejecutivo 7979 T-H establece el otorgamiento de exoneraciones a los concesionarios del transporte remunerado de personas en vehículos de taxis; a partir del cual reanudó diligencias bancarias para el otorgamiento de la carta de crédito. Que TRANSMESA dictó el acuerdo N° 38-78 de 26 de julio próximo pasado, en el que dispuso revocar y dejar sin ningún valor ni efecto la adjudicación a favor de su mandante. Que existe una compraventa de vehículos; el precio está pagado a la casa japonesa fabricante; éstos se hallan en Aduana; los documentos que pueden autorizar el desalmacenaje están en poder del Banco de Costa Rica.  Que el Poder Ejecutivo anuló el Decreto N° 7979 T-H, destruyendo la base económica de la negociación y lesionando arbitraria y flagrantemente los derechos económicos adquiridos por su representada con respaldo en él. Alega violación de los artículos 34 y 45 constitucionales.

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que TRANSMESA formalizó la adquisición de vehículos taxis para poder venderlos a su vez a concesionarios de servicio público; para lo cual condicionó la adjudicación hecha a Agencia Datsun, a que ésta emitiera el aval y a que todo se formalizara en un contrato protocolizado. Que Agencia Datsun, obtuvo la carta de crédito a nombre propio y adquirió directamente las unidades con el fabricante a través del Banco de Costa Rica, que actualmente vende a concesionarios en forma directa, por lo que TRANSMESA no fue ni es propietaria de los vehículos aquí relacionados. Que Agencia Datsun se negó en todo momento a firmar el contrato, y no hay contrato de suministro. Que TRANSMESA acordó resolver unilateralmente la adjudicación condicionada hecha a favor de Agencia Datsun, por incumplimiento de esta última. 

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. El derecho de los titulares de concesiones de transporte remunerado de personas, para adquirir un vehículo con franquicia aduanera de un 99%, proviene de una disposición legislativa cuya vigencia y efectos sólo pueden cesar en virtud de otra norma jurídica de igual rango formal, es decir, que ese derecho se mantiene todavía hoy en pleno vigor en tanto no se derogue o modifique la Ley N° 5406 de 26 de noviembre de 1973. Lo que en el fondo se plantea es si la decisión de TRANSMESA, de dejar sin efecto la licitación, y del Poder Ejecutivo, de derogar un decreto por el cual se confería exoneración de impuestos a TRANSMESA se ajustan o no a la ley, lo cual importa un problema de legalidad y no de violación de garantía constitucional, problema que debe dilucidarse en una vía jurisdiccional distinta a la del Amparo. 


N° 7
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce del día veintinueve de enero de mil novecientos setenta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Arroyo, Retana, Vallejo, Jacobo, Blanco, Fernández, Valverde, Villalobos, Zavaleta, Trejos, Porter y  Benavides. 
Artículo XV
Se entró a resolver el recurso de Amparo interpuesto por el señor Ignacio Aisenman Sagal, en su carácter de Presidente del Consejo de Administración de la compañía “Agencia Datsun, Sociedad Anónima”, contra el señor Presidente de la República y los señores Ministros de Obras Públicas y Transportes y de Hacienda.
Para fundamentar el recurso el señor Aisenman alega lo siguiente:

“HECHOS:

1) Con fecha 1° de enero del año en curso, TRANSPORTES METROPOLITANOS S.A., conocida como “TRANSMESA”, de este domicilio, sacó a licitación la compra de 250 vehículos tipo sedan para taxis de motor diesel, destinados al servicio público por medio de la adjudicación a título de compraventa de esos vehículos a las personas que fueron seleccionadas.  La fecha máxima para oír ofertas era el 16 de enero citado, a las 15 horas.  Para hacer posible la adquisición de esos vehículos por los taxistas, era condición sine qua non que la importación se efectuaría libre de toda clase de impuestos y derechos, única forma de que los taxis pudieran ser adquiridos a precios bajos y desde luego, el precio por unidad que se indicaba en la oferta respectiva tenía como base esa exención de impuestos y derechos.
2) Tomaron parte en la licitación con las ofertas del caso tres firmas: Almacén Electra, Auto Mercantil y Agencia Datsun, las que ofrecieron vehículos marca Peugot, Mercedes Benz y Datsun.

3) En la oferta formulada por Agencia Datsun S.A. se consignaron todas especificaciones y estipulaciones consiguientes que la condicionaban.  Los vehículos serían fabricados por la firma japonesa Nissan Motor Co. Ltda. y en cuanto al precio se fijó en 1.569.480 yenes por cada unidad, o su equivalente en dólares al tipo de cambio existente a la fecha de la negociación del correspondiente embarque. En la fecha de la oferta, el tipo de cambio vigente era de 240 yenes por dólar, lo que daba $4.539.50 o sea C/.56.239.70 por unidad.

4) Como condición de pago se consignó la de que lo haría TRANSMESA por carta de crédito a la vista con un Banco del Sistema Bancario Nacional o Extranjero, con un saldo al contado a la entrega de las unidades.  Como garantía para obtener la financiación externa se estipuló un aval bancario a través del Banco de Costa Rica o del Banco Nacional de Costa Rica, y como forma de pago que haría TRANSMESA, la de seis abonos semestrales iguales y consecutivos, que incluían amortización e intereses (seis letras de cambio en dólares debidamente avaladas).

5) En relación con el precio indicado en el N° 3 de este escrito, se estipuló en forma expresa lo siguiente: “Los anteriormente citados son precios CIF San José, precios unitarios, libres de derechos arancelarios, estabilización económica selectivo de consumo, ventas, bodegaje aduanero, totalmente libres de impuestos y tasas de cualquier clase…”

6) Al abrirse las ofertas el 16 de enero citado, resultó que la de la Agencia Datsun S.A. fue la que ofreció un precio por unidad más bajo y mejores condiciones de adquisición de los vehículos, por lo que la licitación le fue adjudicada según nota del 31 de enero del corriente año, en la que se expresó: “Con la presente me complace informarle que la Junta Directiva de TRANSMESA, en la Sesión N° 5-78 del día viernes 27 de enero de 1978, acordó adjudicarle la licitación por 250 taxis, ya que las condiciones financieras, así como la aceptación de esta clase de vehículos por parte de los señores taxistas (sic).  La adjudicación está sujeta al financiamiento por parte del Sistema Bancario Nacional, ya que los topes para TRANSMESA están limitados por las grandes operaciones que ha realizado, por lo tanto se acordó comunicarle esta posible dificultad para que Ud. colabore  al máximo en procura de buscar el financiamiento para este proyecto.  Asimismo se acordó indicarle que se elabore un contrato por ambas partes cuyos costos corren por cuenta del vendedor para garantizarle todos los extremos de su oferta”.

7) Ante la imposibilidad en que se hallaba TRANSMESA de obtener el otorgamiento de la carta de crédito y por el interés que tenía mi mandante en que la operación no se frustrara, dado su volumen económico, dispuse, de acuerdo con el Banco de Costa Rica, que yo facilitaría la obtención de dicha carta de crédito, avalando su monto mi representada y yo personalmente.  De ese modo, acataba yo la sugerencia que me hacía TRANSMESA en la nota antes transcrita en lo conducente.

8) Inicié las diligencias para el otorgamiento de la carta de crédito el 16 de febrero de 1978, lo que no conseguí sino el 21 de marzo del año en curso para 180 unidades.  A la vez estuve gestionando la publicación del decreto de exoneración de impuestos y derechos, lo que no pude obtener sino después de muchas gestiones verbales y telefónicas ante el Ministerio de Transportes.  Por fin el decreto se publicó en La Gaceta N° 38 del 22 de febrero de 1978.  Ese decreto lleva el N° 7979 T-H y es de fecha 20 de enero de 1978.

9) Ese Decreto 7979 T-H no era de carácter general, sino específico para la importación de los 250 taxis, pues en su parte dispositiva expresó: “DECRETAN: Artículo 1°. Las exoneraciones contempladas en el artículo 20, inciso b) de la ley N° 5406 del 26 de noviembre de 1973, se otorgarán a  los concesionarios del transporte remunerado de personas en vehículos de taxis debidamente inscritos en la Dirección General de Tránsito y Transporte Automotor, dependencia a cargo del Ministerio de Obras Públicas y Transportes.  La autorización para la importación LO SERA HASTA POR DOSCIENTOS CINCUENTA UNIDADES DE VEHICULOS AUTOMOTORES POR TRANSPORTES METROPOLITANOS S.A. dentro de sus planes de inversiones para renovar los vehículos destinados al servicio público de pasajeros. Artículo 2°. Los vehículos comprendidos en el artículo anterior estarán exentos del pago del Impuesto Selectivo de Consumo y Ventas correspondientes. Artículo 3°. La franquicia aduanera será otorgada en cada caso mediante nota de la Dirección General de Hacienda, cuando a su juicio se haya cumplido con todos los requisitos establecidos en la ley, en este decreto y a razón de uno por cada concesionario.”

10) Inmediatamente después de publicado el Decreto referido, reanudé las diligencias bancarias para el otorgamiento de la carta de crédito indispensable para pagar el valor de los taxis a la casa fabricante.  Esas diligencias significaron una laboriosa tramitación bancaria, la cual debió ser llevada a cabo por TRANSMESA, por ser ésta la obligada al pago, o sea, a la obtención de la mencionada carta de crédito como dueña de los vehículos; pero, por haber accedido mi mandante a obtenerla, en la inteligencia, desde luego, de que la operación de  compraventa de los taxis se ejecutaría de modo formal, como lo fue la relativa a la operación anterior para el suministro de taxis y que se adjudicó parte a mi mandante y parte a Almacén Electra, mi representada tuvo que garantizar al Banco de Costa Rica dicha carta de crédito y yo también personalmente, y para ese efecto suscribimos el pagaré N° 79419 de fecha 21 de marzo de 1978, por 256.824.000.oo Yens y otro N° 79444 de fecha 28 de abril de 1978 por 99.876.000.oo Yens.
11) Aunque esos pagarés están extendidos en las fórmulas corrientes y se consigna en ellos una deuda pura y simple, por práctica bancaria, con un vencimiento relativamente corto (setiembre de 1978) estaban vinculados a la operación de la compra por TRANSMESA de los taxis y a la adjudicación respectiva de los beneficiarios, con recuperación paulatina por medio del mismo Banco del valor de los vehículos.  En la parte superior del margen derecho del primero se lee lo siguiente: “PLAN DE INVERSIÓN, importación de 250 digo 180 unidades vehículos Datsun, y en el segundo, en el mismo lugar, PLAN DE INVERSIÓN, importación unidades automóviles Datsun”.
12) Esa vinculación de los pagarés referidos con la operación global, aparece clara en la carta o nota del Banco de Costa Rica, dirigida a mi mandante con fecha 25 de febrero del año en curso, y en la que expuso: “Nos permitimos informarle que nuestra Junta Directiva en sesión N° 16-78 acordó autorizar la emisión de la carta de crédito solicitada por esa firma, a favor de la Nissan Motor Co. Ltda. de Japón, para la importación de 250 automóviles marca Datsun 220 Diesel, para el servicio remunerado de personas, por un monto de 356.700.000.oo Yens.  Es entendido que la línea de crédito establecida por el Banco Nacional de París, Sucursal de Panamá, otorgada específicamente para esta negociación, se deberá tramitar en dólares, y las operaciones individuales que se formalicen a cada taxista se harán también en dólares, con la garantía del vehículo tomado al 80% de su valor y una garantía adicional a satisfacción de la gerencia, debiendo de previo, cada interesado demostrar, mediante una certificación extendida por la Dirección General de Transporte Automotor, que no son dueños de ningún otro vehículo que opere como taxi”. “Las financiaciones que se realicen dentro de esta negociación se harán en los mismos términos en que se llevaron a cabo las operaciones concedidas para financiar los anteriores vehículos taxis…” Previamente a la  formalización de esta carta de crédito se procederá por parte del Banco a solicitar el permiso correspondiente al Banco Central de Costa Rica”.
13) Precisamente, por la especial intervención del Banco en la operación, al remitir los vehículos a la casa fabricante, los documentos de embarque y facturas consiguientes se enviaban a la orden del Banco de Costa Rica.  Por lo mismo, éste es quien se halla autorizado para ordenar el desalmacenaje.  En el “Bill of lading” referente a las primeras 120 unidades está consignada la siguiente leyenda: “Se podrá hacer entrega de la anterior mercadería, única y exclusivamente contra órdenes de la Sección Extranjera del Banco de Costa Rica”.  Para que el Banco pudiera autorizar el desalmacenaje, era necesario que se hubiera gestionado y obtenido la respectiva exoneración de impuestos y derechos aduanales, la cual debía ser ordenada por el Ministerio de Hacienda previo estudio y recomendación del Ministerio de Transportes.  Mi mandante no tenía intervención directa en esos trámites, pero, por su condición de parte contratante o interesada, en todo momento ha estado gestionando la exoneración y el desalmacenaje.

14) En la práctica, la operación de venta de taxis tiene el siguiente desarrollo: la persona interesada en adquirir un vehículo, se presenta ante mi mandante a manifestar su deseo. Se le suministran todos los detalles necesarios para individualizar el vehículo que podría corresponderle y ya con esos datos se presenta ante la Sección de Crédito del Banco de Costa Rica para que estudie su solicitud.  Si el Banco, con las averiguaciones correspondientes, considera buenas la solvencia y condiciones personales del solicitante, le acepta la operación.  Luego le pide la recomendación de la exoneración de impuestos y derechos ante el Ministerio de Obras Públicas Transportes y éste recomienda su otorgamiento al Ministerio de Hacienda.  Otorgada por éste la exoneración, el Banco de Costa Rica ordena el desalmacenaje, el cual es practicado por mi mandante para el traslado de los vehículos a San José.
15) Desde que llegaron en junio del corriente año las primeras 120 unidades, he estado insistiendo en que se proceda al desalmacenaje de los vehículos mediante los trámites correspondientes, pero no ha habido modo de conseguirlo.  Lo más que he logrado obtener es que el Ministerio de Transportes recomendara, con base en el Decreto de exoneración de impuestos y derechos N° 7979 T-H antes mencionado, al Ministerio de Hacienda 14 solicitudes de exoneración.

16) De un modo sorpresivo y sin que mediara explicación alguna, TRANSMESA, por medio de su Directiva, dictó el acuerdo N° 38-78 de 26 de julio próximo pasado, en el que dispuso revocar y dejar sin ningún valor ni efecto el Acuerdo de la Junta Directiva de la sociedad N° 2 del Acta N° 5-78 celebrada el 27 de enero del corriente año, en el cual la Junta Directiva hizo adjudicación a favor de mi mandante, de la importación de los 250 taxis.  Está pendiente de reconsideración el recurso que estableció mi mandante contra tal exabrupto.

17) En la actualidad, se encuentran en la Aduana de Puntarenas como propiedad de TRANSMESA, y a la orden del Banco de Costa Rica la totalidad de los 250 taxis.

18) A su vez, el Banco de Costa Rica me comunicó que había dispuesto poner al cobro los pagarés suscritos por mi mandante y por mí y de que ya se ha hecho referencia, también en forma sorpresiva, pero se me ha informado que, ante mi gestión, ha sido revocado, lo cual no me ha sido comunicado de modo formal.

19) Por último, el Poder Ejecutivo dictó el decreto que motiva este recurso, también en forma sorpresiva y sin ninguna explicación.

DERECHO

1) Es mi parecer, que tanto el señor Presidente de la República como los señores Ministros de Obras Públicas y Transportes y de Hacienda, fueron sorprendidos al ponérseles a firmar el Decreto N° 8978 T-H o cuando menos, que no tuvieron el asesoramiento legal debido al firmarlo.

2) Y no puede haber sucedido de otro modo, porque el señor Presidente de la República, con la sinceridad y formación moral que lo caracterizan, hizo descansar su campaña política en el principio de que su gobierno sería totalmente honesto, respetuoso de la ley, de lo correcto y honorable y que en él encontrarían los ciudadanos el mejor soporte para la defensa de sus legítimos derechos.

3) Y no podría caber dentro de ese principio de alta y sana política administrativa, el exabrupto, el atropello y la arbitrariedad de que trata de hacerse víctimas a mi representada y a mí personalmente.  Una de las formas de la deshonestidad es la arbitrariedad, porque éste significa proceder contra la ley, bien por vía de represalia o ya por razones de otro orden, y nada de eso es ni remotamente concebible en forma consciente, en el gobierno de Lic. Carazo.
4) Se trata, señores Magistrados, de una especie de conjura contra mi mandante, respecto de la cual no me ha sido posible determinar cuál es su verdadero origen, ni qué móvil la inspira.  Estamos en presencia de una operación comercial de gran volumen económico que está prácticamente terminada y en relación con la cual sólo faltan los últimos detalles de ejecución.  La licitación se publicó; tres casas comerciales hicieron ofertas; mi mandante fue la adjudicataria por ser su oferta la mejor; la carta de crédito necesaria para que la casa japonesa iniciara la construcción de los vehículos se extendió por millones de colones y para obtenerla fue indispensable que mi mandante y yo personalmente la garantizáramos.  En consecuencia, en la actualidad, mi mandante  y yo somos deudores del Banco de Costa Rica por millones de colones.  A la casa japonesa se le pagaron los taxis y éstos, desde luego, pertenecen a la compradora, es decir, a TRANSMESA.  La totalidad de los vehículos se encuentran en la Aduana de Puntarenas esperando el desalmacenaje y hay más de ochenta solicitudes de interesados en adquirir vehículos, los cuales están destinados, no al servicio particular, sino al servicio público.  En cuanto a mi mandante, están cumplidas todas sus obligaciones, excepto el traslado de los vehículos a San José, por haber sido contratados los vehículos precio CIF San José traslado que no puede efectuarse sino cuando lo autorice el Banco de Costa Rica, con el desalmacenaje correspondiente.  Se trata, pues, en resumen, de una operación que está terminada.
5) Desde un punto de vista económico, la casa constructora japonesa no tiene ningún interés en el asunto porque construyó los vehículos y los puso en Puntarenas y está pagada totalmente de su precio.  El Estado no pierde un céntimo en dinero efectivo, porque los beneficiarios de los taxis pagan el precio y no hay ni siquiera sacrificio en materia de pago de impuestos y derechos debido a que, si la exención no se concediera, no se importarían los vehículos porque nadie compraría un taxi si tuviera que pagar los muchos miles de colones en impuestos.  TRANSMESA no pierde tampoco un céntimo, porque no tiene que pagar suma alguna, excepto su responsabilidad ante mi mandante y ante mí, y en lo que se refiere al Banco de Costa Rica, tampoco puede sufrir pérdida alguna porque, tal como está planeada la operación, será reembolsada del monto de la carta de crédito y ésta se halla garantizada por mi mandante y por mí personalmente.

6) Si las cosas se encuentran en ese plano, qué explicación puede tener el proceder de TRANSMESA, la que, sin decirle una palabra a mi mandante, sin la menor explicación, dispuso en Sesión del 26 de julio último, anular la adjudicación de la licitación? Cuáles serían las consecuencias de esa anulación; Que suerte correrían los vehículos que se encuentran en Puntarenas? No es evidente que ese proceder originaría una responsabilidad por muchos millones de colones a cargo del Estado, del Banco de Costa Rica, de TRANSMESA y de CODESA, ésta última por ser TRANSMESA su filial o subsidiaria?

7) También en forma intempestiva y sin que mediara la menor explicación, el Banco de Costa Rica dispone poner al cobro judicial la obligación constante en pagarés a cargo de mi mandante.  Porqué procedió así a pesar de las características propias de la operación? Cuál fue el móvil de esa decisión? De cuál peligro quería protegerse el Banco al actuar de ese modo, sin la menor consideración para mi mandante y para mí, a pesar de haber sido su cliente por muchos millones de colones? Si el Banco revocó ese acuerdo es porque reconoció que no había procedido bien.
8) Luego me enteré de que TRANSMESA andaba gestionando ante el Poder Ejecutivo la anulación del Decreto que autorizaba la exención de impuestos y derechos, pero no le di importancia al caso, porque supuse que en el Poder Ejecutivo había personas suficientemente inteligentes y honorables que se darían cuenta de que tal medida acarrearía un juicio contra el Estado por muchos millones de colones, sin la menor posibilidad de un adecuada defensa para el Estado, el Banco, TRANSMESA y CODESA. Qué motivo de fondo puede existir que pudiera justificar tan insólito proceder? Si hubiera alguna irregularidad en la operación, están abiertas las puertas para la investigación más minuciosa que se quiera intentar, pero esa supuesta irregularidad no podría justificar nunca la evidente arbitrariedad de los actos administrativos que quedan expuestos.

9) Y si lo que pretendiera alegarse es que la operación era lesiva de los intereses del Estado, la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa autoriza el proceso de lesividad conforme a regulaciones específicas, pero la forma en que han actuado tanto TRANSMESA como el Banco de Costa Rica y el Poder Ejecutivo, no parece indicar que en la mente de los autores de esos actos administrativos haya habido la intención de iniciar un proceso de lesividad.  Debo suponer entonces que lo que se ha querido es perjudicar los intereses económicos de mi mandante y los míos personales con las nulidades de que se ha hecho mérito y que sólo en daño nuestro se decretan, o cuando menos que han sido dictadas con el propósito de estorbarle a mi representada el cobro del porcentaje que le corresponde por su intervención y trabajo.  Comprenderán entonces los señores Magistrados porqué he afirmado en este recurso que una arbitrariedad es inexplicable en el Gobierno de Lic. Carazo, paladín del respeto de la ley y de las garantías constitucionales.

19) Con base en los hechos antes puntualizados y razones expuestas, en mi doble calidad de Presidente de Agencia Datsun S.A. y personalmente, solicito que la Corte Plena ampare nuestros legítimos derechos.  Estamos en presencia de una situación económica totalmente consolidada; existe una compraventa de vehículos; el precio está pagado a la casa japonesa fabricante; éstos se hallan en Aduana; los documentos que pueden autorizar el desalmacenaje están en poder del Banco de Costa Rica; éste tiene la obligación de ajustar sus procedimientos a lo convenido y aceptado por él y tienen asimismo la obligación de recuperar, en virtud de esos procedimientos, el monto de la carta de crédito, liberando tanto a mi representada como a mí, de la obligación colateral que suscribimos para hacer viable la operación.  Tienen igualmente la obligación, tanto el Banco, como los Ministros de Transportes y Hacienda, cada uno en su órbita, de llevar a cabo las actuaciones que le correspondan para que se produzca el desalmacenaje de los taxis, libres de derechos e impuestos, y para que sean vendidos por los trámites correspondientes a las personas interesadas, cuyo número excede en la actualidad de 180, según queda ya expuesto.  Por  último, es situación también plenamente consolidada, la que corresponde a mi mandante de percibir el porcentaje que le pertenece por su legítimo y honesto trabajo y por las responsabilidades que ha asumido con motivo de la negociación, porcentaje del cual no ha recibido suma alguna.
11) El artículo 34 de la Constitución es terminante en cuanto a que ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas.  La palabra “ley” está usada en sentido genérico y comprende cualesquiera normas capaces de afectar derechos adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas; el artículo 45 de la Carta Política dispone que la propiedad es inviolable y que a nadie puede privársele de la suya si no es por interés público legalmente comprobado, previa indemnización conforme a la ley.
12) Según doctrina bien conocida de la Corte Plena, procede el recurso de inconstitucionalidad si la norma es contraria a la Constitución, por sí misma, o sea, que de su texto mismo aparece la lesión de la disposición constitucional; en el caso contrario, puede darse el caso del recurso de amparo, porque éste lo ha establecido la Constitución para mantener o restablecer el goce de los derechos consagrados en la misma.  
13) El Decreto N° 8978 T-H no contiene, en mi opinión – y salvo el mejor parecer de los señores Magistrados – en sí mismo, ninguna disposición contraria a los textos constitucionales, porque el Poder Ejecutivo está autorizado para anular sus propios decretos o acuerdos y en la presente administración del Lic. Carazo son muy frecuentes los decretos que anulan actos administrativos anteriores.  Si esos decretos de anulación, al ejecutarlos, afectan derechos adquiridos o situaciones jurídicas consolidadas, o si producen efecto retroactivo o lesionan derechos económicos, el recurso de amparo debe otorgar la protección que le asigna la ley.  El Decreto de marras se limita a anular el Decreto N° 7979 T-H de 20 de enero de 1978, pero no dispone que se aplique con efecto retroactivo, ni tampoco contiene texto alguno que de modo expreso aluda a los derechos económicos de mi representada, derivados de la negociación, y por esa razón y por no existir juicio pendiente de resolución, estimo que no es el caso de un recurso de inconstitucionalidad; pero sí de amparo como medida de emergencia, porque al aplicarlo, es decir, al otorgarle efectos jurídicos, tal decreto destruye la negociación que estaba amparada al Decreto N° 7979 y lesiona arbitraria y flagrantemente los derechos económicos adquiridos por mi representada con respaldo en ese Decreto, con violación evidente del artículo 34 de la Constitución; y violación asimismo, el artículo 45 de la misma, porque al destruir la base económica de la negociación terminada en lo esencial, elimina el porcentaje económico que corresponde a mi representada y deja expuestos a ésta y a mí a que el Banco de Costa Rica trate de ejecutarnos con los pagarés, lo que, dicho sea de paso, lo haría incurrir en responsabilidad. Eso aparte de la suerte que corran los vehículos propiedad de TRANSMESA.
14) Con fundamento en todo lo expuesto, en la doble calidad expresada, solicito que, una vez practicada la tramitación correspondiente se declare con lugar el recurso de amparo que interpongo.  Lo fundo en los artículos 2, 4, 5, 6,  8, 12, 15 y 16 de la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950.  El artículo 2 reza con toda claridad que procede el recurso de Amparo para mantener o restablecer el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política y que, en consecuencia, se dará ese recurso contra toda disposición, acto o resolución y en general, contra toda acción u omisión que haya violado o amenace violar cualquier de esos derechos y el 4 agrega que el recurso procederá contra cualquier autoridad, funcionario o empleado, ya sea que obre por sí o en cumplimiento de órdenes superiores.  En este último caso también se entenderá establecido el recurso contra el superior. También fundo el recurso en el artículo 8 inciso 2° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, porque el contrato de compraventa es ley entre las partes contratantes, según disposición expresa del artículo 1922 del Código Civil y el inciso 2° del artículo 8 citado reza que no podrán los funcionarios que administran justicia “aplicar decretos, reglamentos, acuerdos y otras disposiciones que sean contrarias a la ley”, por lo que siendo el decreto impugnado contrario a la ley del contrato, el recurso de amparo da lugar a que se tenga por ignorado en cuanto tiende a alterar las bases fundamentales de la contratación.
15) Si algún caso puede ofrecerse como ejemplo de arbitrariedad manifiesta, o de actuación reñida con la buena fe, es el presente y de ahí que he afirmado al principio de este recurso que el señor Presidente de la República y sus Ministros, tienen que haber sido sorprendidos por alguien empeñado en perjudicar por la vía de la encrucijada a mi mandante y a mí.  La procedencia del recurso de amparo evitará al Estado, a TRANSMESA, a CODESA y al Banco de Costa Rica, un juicio contencioso administrativo por millones de colones y permitirá asimismo que se incorporen al servicio público en los distintos lugares de la República los taxis que se hallan en la Aduana de Puntarenas, mejorando así el servicio público de transporte.

SUGERENCIA

Por razón que considero que el señor Presidente de la República no se dio cuenta de la trascendencia jurídica y económica del Decreto que motiva este recurso, con el mayor respeto le sugiero que, si lo tiene a bien, ordene una comparecencia o reunión de los señores Ministros de Transportes y de Hacienda, de los ejecutivos de TRANSMESA y CODESA y del Presidente de la Directiva o Gerente del Banco de Costa Rica con sus respectivos abogados, para que, en presencia mía y de mis abogados, se aclare qué es lo que está sucediendo, el porqué de los actos administrativos sorpresivos que se han analizado, si hay reclamos de fondo que hacer a mi representada, todo para llegar en definitiva a un acuerdo que permita el pronto desalmacenaje de los vehículos a efecto de que éstos entren al servicio público.  En esa oportunidad se podrán tomar las medidas pertinentes para evitar abusos que pudieran cometerse en la adjudicación de vehículos, todo sin daño de las estipulaciones contractuales.”


El señor Presidente de la República y el señor Ministro de Obras Públicas y Transportes, actuando éste a la vez como recargo de la Cartera de Hacienda, contestaron el recurso así:
“HECHOS:

TRANSMESA.
I.-El Poder Ejecutivo, preocupado por la situación porque atravesaba el transporte terrestre urbano y regional del país, especialmente en cuanto al equipo automotor, estableció un sistema que permitió satisfacer en parte la demanda de los usuarios y actualizar así, en lo posible, un sistema de transporte seguro y confiable.  Para administrar ese sistema se creó la Sociedad Transportes Metropolitanos S.A.
Compraventa de unidades de Transporte. Procedimiento.

II.- TRANSMESA formalizó un sistema práctico para adquirir directamente unidades, requeridas por los distintos concesionarios del transporte, y sustituir así el equipo que a esa fecha resultaba obsoleto en casi su totalidad.  Se hicieron los estudios correspondientes, y se inició el procedimiento de licitar la compra de buses, microbuses y taxis.  Una vez hecha la escogencia, TRANSMESA abría una línea de crédito en un Banco del Sistema Bancario Nacional, el cual, mediante aval de Recope y CODESA y algunas otras garantías de TRANSMESA extendía a éste la carta para que fuera girada al fabricante.  El oferente, en este caso el distribuidor, era un intermediario.  Los documentos de embarque venían a la orden de TRANSMESA, o del Banco, cuando este último así lo exigía con el objeto de obtener un mayor control sobre el uso de la línea de crédito, sus desembolsos y sus saldos disponibles.
Los documentos de embarque, cuando venían a nombre del Banco, se remitían en su oportunidad a TRANSMESA para que éste hiciera el desalmacenaje y entregara la unidad al concesionario, previo trámite legal de exención de impuestos, la formalización de un contrato y del otorgamiento de una garantía de pago, la que a su vez era entregada al Banco. Posteriormente, TRANSMESA efectuaba los cobros, el concesionario pagaba a ésta y se hacía el depósito en el Banco.

TRANSMESA  - propietaria de vehículos taxi.

III.- Este sistema, que no es nada novedoso por cuanto es simplemente una compraventa con financiamiento incluido, tenía una integración en cuanto a sus elementos constitutivos; TRANSMESA adquiría, mediante una licitación, un lote de vehículos automotores a través de un distribuidor.  Este, o su representada, entregaba en propiedad las unidades a TRANSMESA, previo otorgamiento del aval citado y el cumplimiento de las formalidades de ley y luego se procedía a la venta del vehículo al concesionario y al cobro de las amortizaciones respectivas.  Desde un principio, TRANSMESA quería tener, como objeto esencial, la propiedad de los vehículos y poder así venderlos a los concesionarios, según un programa de sustitución de equipo en las diferentes rutas servidas.
Este sistema era el mismo que pretendió TRANSMESA con la licitación de los doscientos cincuenta taxis.  Todos los elementos puestos en juego eran iguales, hasta el Decreto Ejecutivo correspondiente, en este caso el número 7979 T-H de 20 de enero de 1978, por lo menos en su parte considerativa.  El Decreto, que autorizara la importación de las unidades taxis, fue firmado el día 20 de enero de 1978, siete días antes que la Junta Directiva de TRANSMESA acordara la adjudicación, condicionada como posteriormente se verá, y tres días antes que fueran conocidas las ofertas por parte de sus miembros.
Incapacidad de garantizar. Adjudicación condicionada.

IV.- Todo hubiera transcurrido como en otras oportunidades, si TRANSMESA no hubiera tenido dificultad en su sistema de topes para efectos de garantías; TRANSMESA no podía avalar, a la fecha del estudio de las ofertas, ninguna carta de crédito para hacer funcionar el financiamiento ofrecido por el adjudicatario.
Fue así como TRANSMESA, por acuerdo número 2 de la sesión número 5 de 27 de enero de 1978, especificó lo siguiente:
“Se entra a conocer el análisis de las tres ofertas para taxis que TRANSMESA recibió el lunes 16 de enero de 1978, de acuerdo a la Licitación Privada que para este efecto había enviado a las casas importadoras de esta clase de vehículos.  Después de un amplio análisis y el estudio que cada Director hizo con base en la información que se les había suministrado el lunes 23 de enero de 1978, se acordó por unanimidad adjudicar los 250 vehículos para taxis a la Agencia Datsun, dado el precio, condiciones financieras y la aceptación de los señores Taxistas (siempre y cuando se consiga el aval) en las encuestas que para este fin hizo TRANSMESA, para lo cual se acordó que el Gerente le comunique a la Agencia Datsun tal resolución, haciéndole ver que la Junta Directiva de TRANSMESA acepta las condiciones ofrecidas las cuales deben quedar en un contrato que se elaborará a la mayor brevedad posible, por cuenta del vendedor.  También se acuerda que la Gerencia negocie con Automercantil S.A. la posibilidad que mejore la oferta de vehículos Mercedes Benz para taxis, a fin de explotar la posibilidad de adquirir unos 25 vehículos de esta clase, para el servicio especial de turismo, en el Aeropuerto Juan Santamaría, Hoteles y algún punto importante.”

Como complemento de este Acuerdo, está la comunicación del Gerente de TRANSMESA al oferente escogido que a la letra dice: “Con la presente me complace informarle que la Junta Directiva de TRANSMESA en la Sesión N° 5-78 del día vienes 27 de enero de 1978 acordó adjudicarle la licitación por 250 taxis, ya que las condiciones financieras así como la aceptación de esta clase de vehículos por parte de los señores taxistas.  La adjudicación está sujeta al financiamiento por parte del Sistema Bancario Nacional, ya que los topes para TRANSMESA están limitados, por las grandes operaciones que ha realizado, por lo tanto se acordó comunicarle esta posible dificultad para que usted colabore al máximo en procura de buscar el financiamiento para este proyecto.  Asimismo, se acordó indicarle que se elabore un contrato por ambas partes cuyos costos corren por cuenta del vendedor para garantizar todos los extremos de su oferta”.
Quedó así configurada la fórmula licitatoria mediante un procedimiento que terminó en una adjudicación condicionada. Condicionada a dos aspectos de relevante interés para TRANSMESA como eran: A) Que el adjudicatario no sólo procuraba la línea de crédito ofrecida, sino que la avalara también; y b) Que la oferta y el procedimiento de financiación y todos los pormenores de la compra fueran incluidos en un documento contractual bilateral debidamente legalizado ante un notario público.
Incumplimiento del Adjudicatario.

V.- Ninguna de las dos condiciones ha sido cumplimentada, la primera por cuanto, de acuerdo con los documentos que obran en nuestro poder, la línea de crédito y el aval nunca se formalizó en beneficio de TRANSMESA con el objeto de que, una vez cumplido el trámite respectivo, existiera real evidencia del título de propiedad de TRANSMESA sobre las unidades taxis.  Lo que en buen romance comercial ocurrió, fue un trámite de apertura de carta de crédito solicitada por Agencia Datsun al Banco de Costa Rica a favor de Nissan Motor C., es decir, un compra entre el distribuidor y fabricante, con una línea de crédito extendida por el primero, con el soporte financiero de un banco en Panamá, y con el aval del distribuidor.  La carta de crédito en ningún momento fue abierta a TRANSMESA como propietaria de los taxis, para efectuar el pago a la Nissan Motor Co. Y en cuanto a la segunda, consta en autos, que TRANSMESA por acuerdo firme, condicionó la adjudicación a la formalización de un contrato de suministros, con un financiamiento incluido y con elementos modificatorios propios de la adjudicación.  Dicho documento nunca fue formalizado por exclusiva responsabilidad de la empresa adjudicataria.
Derogatoria del acuerdo de adjudicación.

VI.- Considerando que las dos condiciones esenciales de la adjudicación no fueron cumplidas por el adjudicatario, el acto volitivo jurídico de TRANSMESA no tiene eficacia jurídica alguna. Ese incumplimiento fue la causa para que la Junta Directiva, por acuerdo número 38-78 de 26 de julio de 1978, dispusiera revocar la adjudicación de repetida cita.  Cabe destacar en este extremo de la información que, ni antes de la adjudicación, ni después, ni a la presente fecha, TRANSMESA ha sido o es propietaria de los vehículos que pretendió adquirir, de acuerdo al trámite acostumbrado.
Estando así la situación, por un lado comprando el adjudicatario directamente y a su nombre los vehículos que ofreció vender a TRANSMESA y por otro negándose reiteradamente a suscribir el contrato de suministro que correspondía, de acuerdo con la adjudicación, TRANSMESA no tuvo más remedio, previo informe legal de su asesor, que revocar el acuerdo de compromiso condicionado y comunicarlo así al Ministerio de Obras Públicas y Transportes.  En cuanto a la negativa de la adjudicataria y el cumplimiento de TRANSMESA en la formalización del contrato, basta sólo leer los documentos anexos donde queda demostrado que la citada contratación inclusive fue firmada por el representante de TRANSMESA y que, cuando se le remitió al de la Agencia Datsun, este, reiteradamente, no la aceptó ni firmó.
Venta Directa de las unidades por parte del “adjudicatario”.

VIII. Todavía vigente el Decreto Ejecutivo 7979 y siendo, según criterio expuesto por el vendedor, los taxis propiedad de TRANSMESA, el vendedor establece diversas gestiones de exenciones de impuestos con soporte en la Ley número 5406 de 26 de noviembre de 1976, para vender los mismos autos a concesionarios particulares, directamente y sin intervención de TRANSMESA, evidenciando en la transacción comercial, todos los atributos del dominio o propiedad que ostenta sobre los 250 taxis.
RESUMEN

VIII.- De lo anterior se tienen los siguientes hechos probados:
a) TRANSMESA formalizó y exteriorizó su voluntad de contratar la adquisición de vehículos taxis para poder venderlos a su vez a concesionarios de servicio público conforme esta modalidad de transporte.

b) TRANSMESA condicionó la adjudicación hecha a Agencia Datsun, a que ésta emitiera el aval y a que todo se formalizara en un contrato protocolizado.

c) Agencia Datsun, lejos de darle a TRANSMESA la carta de crédito que requería para establecer la compra con el fabricante, la obtuvo a nombre propio, adquirió directamente las unidades con el fabricante a través del Banco de Costa Rica, actualmente los vende a concesionarios en forma directa.

d) Agencia Datsun se negó en todo momento a firmar el contrato.

e) No hay contrato de suministro.

f) TRANSMESA no fue ni es propietaria de los vehículos aquí relacionados.

g) TRANSMESA acordó resolver unilateralmente la adjudicación condicionada  hecha a favor de Agencia Datsun por incumplimiento de esta última e informar de lo actuado al Ministerio de Obras Públicas y Transportes.

Del Decreto Ejecutivo 7979.

IX.- El Decreto Ejecutivo número 7979 de 20 de enero de 1978 tenía aspectos de diversa naturaleza que lo hicieron susceptible de ser derogado por cuando a) es nulo y b) el objeto que pretendía su Por Tanto, no se cristalizó.
a. Nulidad, si el Decreto hubiera eximido impuestos de importación.  El artículo 20 inciso b) de la Ley número 5406 de 26 de noviembre de 1976, dispone: “El Poder Ejecutivo debe otorgar a los concesionarios titulares de las concesiones de explotación del transporte remunerado de personas los siguientes beneficios: a)… b) Franquicia aduanera del 99% sobre la importación de vehículos, a razón de uno por cada miembro de la asociación gremial, y no más de uno cada tres años si al cabo de ese tiempo se demuestra la necesidad del cambio, salvo en el caso de daño o destrucción del vehículo también aceptado, a la Dirección General de Transporte Automotor”.

Puede verse que, en tratándose de una exención de impuesto de importación para vehículos taxis que deben ser sustituidos, como lo pretende la parte actora, se requiere; a) una demostración del concesionario ante la Dirección General del Transporte Automotor de que el cambio es necesario y de que se ajusta a los tres años allí indicados, incluyendo la excepción por destrucción de la unidad, b) un estudio y recomendación del Ministerio de Obras Públicas y Transportes que, conforme lo normado, procede del Despacho de Obras Públicas y Transportes, c) un estudio previo de comprobación de que lo pedido por el concesionario, en su calidad y cantidad, no se produce en Costa Rica, cumpliendo así con leyes proteccionistas de ensambladoras locales y ch) la promulgación de un Decreto Ejecutivo en cada caso, eximiendo de impuestos.
El artículo 20 de la ley supra, estipula en el párrafo primero lo siguiente: “El Poder Ejecutivo debe otorgar a los concesionarios titulares de las concesiones de explotación del transporte remunerado de personas, los siguientes beneficios:…”

Es exigencia de orden legal, véase la transcripción, que el procedimiento de solicitud debe iniciarse mediante un escrito presentado por el concesionario, junto con toda la información requerida para la comprobación, estudio y recomendación legal de la oficina competente (MOPT) y del análisis a cargo de Hacienda acerca de la producción nacional de este tipo de unidades.

El Decreto Ejecutivo, si hubiera sido generador de una exención de impuestos, como lo reclama el actor, era nulo de pleno derecho puesto que, con perjuicio de las facultades de organismo públicos creados por ley y sin tomar en cuenta el interés del concesionario ni su opinión sobre la calidad y cantidad de su adquisición, concedió un derecho sin haberlo pedido y sin amparo legal.
b. El Decreto no surtió los efectos requeridos.  El Decreto Ejecutivo número 7979 fue omiso en cuanto a los requisitos citados anteriormente, por cuanto no podía legalmente, conceder exención de impuestos de importación.  Lo que autorizó fue una importación de unidades sujeta, en cuanto a la franquicia aduanera, al trámite de la Ley 5406; y otras exenciones que no son las de importación.
El citado Decreto Ejecutivo número 7979 en el párrafo segundo de su artículo primero estipuló: “La autorización para la importación lo será hasta por doscientos cincuenta unidades de vehículos automotores, marca Datsun, modelo QL 33OS-10 de 220 cc., de cuatro puertas, motor diesel tipo SD22, de fabricación japonesa adquiridos todos por Transportes Metropolitanos S.A., dentro de sus planes de inversiones para renovar los vehículos destinados al servicio público de pasajeros”.

TRANSMESA no es dueña ni ha adquirido 250 unidades marca Datsun modelo QL 33OS-10, por lo que se comprueba que el Decreto señaló una marca y modelo de taxi que a la fecha de su emisión no había sido adquirido, conforme se aseguró en el artículo primero de su Por Tanto.  Tampoco TRANSMESA ha hecho ninguna inversión económica para obtener los citados taxis como también se afirmó.  El Decreto Ejecutivo número 7979 aseguró la existencia de un hecho jurídico que no ocurrió ni se ha formalizado de acuerdo a la ley. Fue una afirmación incorrecta, lo que desvirtuó totalmente el soporte de orden legal que pudo ser sustento de su promulgación.

Demostrado en forma sobrada que TRANSMESA no ha podido adquirir, ni de hecho ni de derecho, los doscientos cincuenta taxis a que hace referencia el Decreto Ejecutivo cuestionado, no había ninguna razón para mantener vigente un Decreto que tenía como fin único e indivisible, autorizar la importación de doscientos cincuenta vehículos “adquiridos por TRANSMESA dentro de sus planes de inversiones”.
 La exención de derechos no ha sido derogada; está expresa y vigente en la Ley 5406.

X.- Al no poder formalizarse el negocio que se promovió, es de elemental acción administrativa, derogar un instrumento jurídico que no ha logrado sus fines y que jurídicamente puede dejarse sin efecto sin que nadie pueda alegar perjuicio alguno. Y se dice de esta forma porque cualquier interesado, llámese Banco, distribuidor, fabricante o concesionario, puede, a través de este último, gestionar la importación y las exenciones de impuestos, de acuerdo con lo especificado en las leyes respectivas y ante la oficina pública que corresponda.  El procedimiento está en la ley número 5406 y cualquier ciudadano autorizado puede acudir a él para concretar su derecho.

DERECHO.

De lo actuado por TRANSMESA:

XI.- Si bien no es precisamente a este Poder a quien le corresponde la defensa de sus intereses en forma directa, puesto que tiene directores, gerentes y asesores capaces, por el hecho de que es una Institución ligada a los fines, en especial en cuanto a la solución de los problemas atingentes al transporte por vía terrestre remunerado de personas, es nuestro deseo señalar algunos aspectos de interés.

TRANSMESA es una empresa subsidiaria de CODESA. Esta organización y otras que la complementan, reúnen en sí mismas todo un organismo encargado de buscar soluciones rápidas eficaces y dentro de la ley.  Este organismo en todo o en parte, es un instrumento administrativo sujeto al derecho público y al derecho privado en cuanto le resulte de su beneficio para el mejor logro de sus fines.

Ya la más alta jurisprudencia de nuestros Tribunales ha esbozado con gran sabiduría, los verdaderos alcances de estos instrumentos de desarrollo:

“…II.- Que es intrascendente lo relativo a las relaciones de un Empresa del Estado con el público, ni las demás reglas especiales sobre su técnica formal de gestión a que el legislador las somete, para imprimirle celeridad y eficacia a su giro; una cosa es el ropaje jurídico que se adopte a los efectos de la realización de la actividad de la Empresa y otra la organización y fines de éste, que son en principio de derecho público, sobre todo en lo que concierne al vínculo entre ella y sus Directores con el Estado, pues, que “…La instrumentalidad de los entes que se personifican o que funcionan iuro-privato remite su titularidad final a un instancia administrativa inequívocamente pública, como público es también y no puede dejar de serlo, el ámbito interno de las relaciones que conexionan  dichos entes con la Administración de la que dependen.  No se trata, pues, de una abdicación del Derecho Público en la regulación de la Administración, más bien de la utilización por el Derecho Privado, como un medio práctico de ampliar su acción social y económica…”  La actuación mercantil supone también su  sometimiento como principio a la jurisdicción civil, aunque tanto para la fiscalización de sus poderes públicos, cuando los ostentan, como por la mixtura de elementos que a veces presenta alguna de sus manifestaciones, no debe excluirse – y así lo ratifica la práctica jurisprudencial  - la intervención de la jurisdicción contencioso administrativa.  No es factible hoy dividir en grandes sectores sistemáticos la aplicación del Derecho Público y del Derecho Privado a las Administraciones; uno y otro concurren en el seno de una misma relación “a nivel de molécula” (en la expresiva frase de Eisemann) (García de Enterría, Curso de Derecho Administrativo, Tomo I, páginas 235 y 240 Editorial Civitas, Madrid 1975). 
De esta forma TRANSMESA tiene plena facultad para resolver unilateralmente un contrato que no haya podido ser debidamente formalizado o ejecutado por incumplimiento de la otra parte. Y Esto es precisamente lo que ha sucedido en TRANSMESA.

De lo actuado por el Poder Ejecutivo.

XII.- El Poder Ejecutivo tiene plenas facultades para rogar actos que puedan ser calificados como susceptibles de nulidad. Refiriéndose a lo que tratamos en este último punto, el Catedrático de la Universidad de Madrid, Jesús González Pérez expresa:”En cuanto a los actos radicalmente nulos, en principio, la única solución correcta es la siguiente; que, tratándose de nulidad absoluta, no es posible la convalidación por el transcurso del tiempo, y por tanto, pueden ser privados de efectos en cualquier momento; no existe plazo de prescripción. El problema, sin embargo, radica en la insuficiencia de nuestro derecho positivo y en la falta de precisión técnica de nuestra jurisprudencia.  Ahora bien, en aquellos supuestos de nulidad absoluta, hay que afirmar que en cualquier momento la Administración, bien de oficio o a instancia del interesado, puede declarar la nulidad sin tener que acudir a la vía procesal, aun cuando se trate de un acto declarativo de derechos…”  

De acuerdo con lo anteriormente expuesto tenemos que: 1. Ante un caso de nulidad absoluta, tanto en Costa Rica como en España la Administración puede actuar gubernativamente, según nuestro criterio, decretando la nulidad y cesando el acto de sus efectos.  En España se exige, de manera necesaria y con carácter vinculante, el dictamen favorable del Consejo de Estado.”

Sin embargo, optó por derogar el Decreto por razones ya conocidas, es decir, por cuanto el objeto perseguido con su promulgación no fue logrado.

No puede pretender la Agencia Datsun, distribuidor de vehículos taxis al igual que otras tantas empresa nacionales, que por el simple hecho de que el citado Decreto Ejecutivo se citó una marca de automóvil, su derogatoria le deparó perjuicio.

Si lo que en realidad existió y cualquiera que tenga buen sentido jurídico para leer sin prejuicio, así lo entiende, fue simplemente la autorización del Poder Ejecutivo para que se importaran 250 unidades automotores tipo taxi.  Y nunca, puesto que no podía hacerlo sin violentar la ley número 5406 de 26 de noviembre de 1976, decretar expresamente una exención de impuesto de importación.  Así lo disponía el párrafo primero del artículo 1 del Por Tanto del Decreto.

El Decreto en ningún momento concedió una exención de impuestos de importación, ni los vehículos importados han sido adquiridos por TRANSMESA dentro de sus planes de inversión.  Las disposiciones expuestas en el párrafo primero del artículo 1 del Decreto derogado no se han derogado. Son las mismas del artículo 20 de la Ley 5406.  Cualquier ciudadano que desee una importación y una exención de esta naturaleza y sea concesionario de taxis, puede acudir a la oficina respectiva y obtener, previo trámite, la exención pretendida.  El mismo actor ha solicitado a través de concesionarios, las exenciones de derechos de importación sobre los mismos vehículos; y se le han concedido de acuerdo a la ley 5406.
Para insistir en este punto, que se estima muy importante, y para poner las cosas en su correcta dimensión, hacemos la siguiente síntesis del Por Tanto del referido Decreto:

Artículo 1 párrafo primero: Enuncia el procedimiento que está expresamente estipulado en la ley número 5406 de repetida cita.

Artículo 1 párrafo segundo: Autoriza una importación de vehículos Datsun adquiridos por TRANSMESA de acuerdo a sus inversiones.

Artículo 2: Exime de los impuestos de venta y consumos los vehículos adquiridos por TRANSMESA, según considerando número 6°.

Artículo 3: Hace referencia al mismo trámite legal señalado en el párrafo primero del Artículo primero del Decreto, que es el mismo del artículo 20 de la ley número 5406.

El Decreto derogado no le concedió al actor franquicia aduanera para vehículo que él directamente importó y compró a la Nissan Motor Co., y que a la presente fecha está vendiendo, como dueño que es, a concesionarios de servicio de taxis, y siguiendo el sistema de exención establecido en la ley número 5406, todo ello demostrado con documentos.

Del Recurso.

XIII.- El recurso no es objeto de Amparo. Ni del texto de la misma ley, ni de la jurisprudencia de esa Corte en atención a otros recursos presentados, cabe hacer alguna relación de fondo con lo ya citado y demostrado en este informe a Corte Plena.

Conforme lo demostraremos posteriormente, la violación constitucional y el perjuicio económico con retroactividad pretendidos no han existido ni podido evidenciarse por el recurrente de conformidad con su alegato; es imposible crear una tesis jurídica sin sustento en hechos reales y amparados a la norma.

De los artículos 34 y 45 de la Constitución Política.

XIV.- No es violatorio de las disposiciones del artículo 34 de la Constitución Política puesto que no se le está dando efectos retroactivos a una ley, en perjuicio de persona alguna, o de derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas.  Se afirma de este modo, porque el sujeto de los beneficios que la ley 5406 concede – exención de impuestos de importación – es el concesionario establecido e inscrito como tal en el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Datsun S.A. no es concesionario de transporte público en vehículos taxi.  Los concesionarios, los que ostentan legalmente ese derecho patrimonial, se podría decir, no lo tienen en virtud del Decreto derogado, como ya lo hemos demostrado, sino en la misma ley vigente 5406.  Por eso podemos afirmar que la derogatoria del citado Decreto no violenta el artículo 34 de la Constitución Política. Por las mismas razones anteriores, la acción administrativa del Poder Ejecutivo, no es contraria al artículo 45 de la Constitución Política.

Del concepto de “Arbitrario”.

XV.- Sabemos, porque así lo han declarado los Tribunales de la República “que es arbitrario un acto, acción u omisión, cuando es cometido por pura voluntad o capricho, sin poder invocar ninguna regla de apoyo de esa acción, ya que si el acto tiene respaldo en la ley vigente, aunque ésta se tilde de inconstitucional, no procede el amparo porque éste no es la vía de declarar la inconstitucionalidad de la leyes…”  Sala Segunda Penal de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia de las once horas y diez minutos del cinco de agosto de mil novecientos setenta y uno.
La derogatoria de un Decreto que, si concedía exención de derechos era nulo y si no los otorgaba era intrascendente dejarlo sin efecto toda vez que en la Ley 5406 existe, ahora, el procedimiento en beneficio del cocesionario-transportista, lejos de ser arbitraria, se ajusta perfectamente a nuestro ordenamiento jurídico.

Falta de legitimación.

XVI.-La Ley de Amparo invocada, en su artículo 2), dispone: “…Con la salvedad que indica el artículo anterior, procede el recurso de amparo para mantener o restablecer el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política. En consecuencia, se dará ese recurso contra toda disposición, acto, o resolución, y en general, contra toda acción u omisión que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de esos derechos…”

De acuerdo con el alegato del actor, el derecho violado es el que consagra el artículo 34 y 45 de la Constitución Política, posiblemente haciendo  referencia al derecho de obtener la franquicia aduanera para vehículos automotores destinados al transporte público remunerado de personas.  El actor, repetimos, analiza y juzga que es titular de ese derecho, pero el titular de ese derecho es otro; el concesionario establecido. La falta de legitimación para activar el recurso es evidente.

Recurso de legalidad.

XVII.- Todo el alegato del actor descansa en una serie de argumentos que, es obvio, encuadran mejor en un recurso de legalidad, que en un recurso de amparo.  En toda su exposición hace comentarios relativos a la ilegalidad de la acción tomada por el Poder Ejecutivo y a los perjuicios económicos que representa. Creemos que está en su derecho, aunque equivocadamente, en mantener dicha postura, pero no es este Tribunal de Corte Plena, al que le tocaría dilucidar la cuestión.  Ya lo ha dicho reiteradamente: “…al tratarse de un problema de legalidad, no ha debido acudirse a la vía de Amparo, por no ser ésta la adecuada para discutir y resolver cuestiones de ese carácter…”  Corte Suprema de Justicia, Resolución de las diez horas del veintidós de marzo de mil novecientos setenta y ocho.
Si el actor está tratando de demostrar que la derogatoria es ilegal, el alegato y la sustanciación del juicio debería plantearse ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, puesto que, su artículo 1 expresamente contempla estas situaciones conflictivas.

El recurso debe rechazarse, primero porque este Poder está procediendo a ordenar un trámite legal, de acuerdo a lo que expresamente señala el ordenamiento jurídico que a la fecha rige (inciso a) del artículo 3 de la Ley de Amparo, número 1161 de 2 de junio de 1950); segundo por cuanto no se han agotado los recursos que la ley señala (artículo 31 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa número 3667 de 12 de marzo de 1966; y el inciso d) del mismo artículo 3 de la Ley de Amparo); y tercero porque de pretenderse la ilegalidad de la medida empleada, debe ser la Jurisdicción Contencioso Administrativa la que conozca y no esta Corte.

PRUEBA.

XVIII.- Seguidamente, presentamos fotocopias de documentos comprobatorios de todo lo que en esta contestación se ha demostrado. La prueba es numerosa pero esencial para nuestro amparo.

Documental. De lo actuado por TRANSMESA.
a) Acuerdo de la Junta Directiva adjudicatorio, condicionado a dos cumplimientos;

b) Informe de fecha julio 26 de 1978 del asesor legal de la Junta Directiva de TRANSMESA.  Mediante este documento y los que lo complementan, se demuestra que las dos condiciones exigidas por TRANSMESA no fueron cumplidas por el actor.

c) Casación número 45 de las quince horas y treinta minutos del 17 de mayo de 1978.

De lo actuado por el Poder Ejecutivo.

a) El mismo Decreto Ejecutivo número 7979 derogado.
b) Copia de la comunicación de TRANSMESA de que no es dueña y no ha adquirido es este año, ninguna unidad y mucho menos 250 unidades tipo taxi para destinarlos a servicio público.

c) Copia de documentos demostrativos de que Agencia Datsun está vendiendo, esta partida de unidades que importó, a concesionarios según trámite ordinario practicado cuando se trata de unidades propias de la compañía, y solicitando la exención de impuestos a través del trámite de ley (artículo 20 de la Ley número 5406).

Testimonial.

De ser necesario y si así lo estima conveniente esta  estimable Corte Plena, ofrecemos el testimonio del anterior Gerente de TRANSMESA, Ing. Javier González Morera, que tiene toda la información sobre lo ocurrido en este caso de importación “fallida” de vehículos.

PETITORIA.

XIX.- Por todo lo anterior, y con el pleno convencimiento de que este Poder ha actuado conforme lo estipulado en la Ley y en los elementales principios de interés público, lo cual esperamos haber dejado demostrado profusamente para mayor convencimiento de los señores Magistrados, respetuosamente pedimos:

a) Que se rechacen las pretensiones del recurrente, por estimar que el recurso no es concordante con lo que al respecto señala la Ley de Amparo, y que la derogatoria del Decreto 7979 no violenta ninguna norma escrita vigente, antes bien deja la situación existente aclarada y sujeta a lo que expresamente señala la Ley N° 5406.

b) Que le sea aplicado al recurrente la disposición del artículo 19 de la Ley de Amparo, puesto que se ha demostrado una maliciosa exposición de los hechos, con el propósito de desfigurar en forma notoria lo realmente sucedido.”

Previa deliberación, se acordó: Declarar sin lugar el recurso, por no ser de Amparo las cuestiones que plantean los recurrentes.  Así se resuelve de conformidad con los motivos que se exponen a continuación:
I.- La Corte acepta el parecer de los quejosos en punto a que el Decreto Ejecutivo N° 8978 T-H no contiene disposición contraria a los textos constitucionales porque el Poder Ejecutivo está autorizado para anular sus propios decretos y acuerdos; pero disiente de su criterio en cuanto estiman que se destruyó la negociación amparada al Decreto Ejecutivo N° 7979 T-H de 20 de enero de 1978.  Para el examen de este aspecto del recurso conviene recordar en forma suscinta, el orden en que se sucedieron los hechos que lo motivan.  Por Ley N° 5406 de 26 de noviembre de 1973, se ordenó al Poder Ejecutivo otorgar a los concesionarios titulares de las concesiones de explotación del transporte remunerado de personas el beneficio de franquicia aduanera del 99% de los respectivos impuestos. Con fecha 1° de enero de 1978, Transportes Metropolitanos S.A. conocida como TRANSMESA, licitó la compra de 250 vehículos tipo Sedan Motor Diesel, la cual fue adjudicada con fecha 27 de ese mismo mes a la Agencia Datsun S.A.  El Poder Ejecutivo emitió el Decreto N° 7979 T-H de 20 de enero de ese mismo año, publicado en la Gaceta de 22 de febrero siguiente. TRANSMESA, por acuerdo de fecha 26 de julio último, revocó y dejó sin efecto ni valor alguno el acuerdo de su Junta Directiva que había adjudicado la licitación a la firma recurrente.  Finalmente y por lo que es de relevancia al caso, emitió el Poder Ejecutivo el Decreto N° 8978 de 28 de agosto del año anterior.
II.- Ahora bien, el derecho de los titulares de concesiones de transporte remunerado de personas, para adquirir un vehículo con franquicia aduanera de un 99%, proviene de una disposición de la Asamblea Legislativa, cuya vigencia y efectos sólo pueden cesar en virtud de otra norma jurídica de igual rango formal (artículo 121 inciso 1° de la Constitución Política), es decir, que ese derecho se mantiene todavía hoy en pleno vigor en tanto no se derogue o modifique la Ley N° 5406 de 26 de noviembre de 1973.  El precitado Decreto Ejecutivo N° 7979 T-H en el primer párrafo de su artículo Primero, se limita a reconocer que el grupo de concesionarios de transporte remunerado de personas en vehículos taxi, forman parte de los beneficiarios de la Ley N° 5406 de 26 de noviembre de 1973, y en el párrafo siguiente, autoriza la exoneración de impuestos de importación de las doscientas cincuenta unidades marca Datsun adquiridos por TRANSMESA, supuestamente a las que se refieren los recurrentes.  Este Decreto no confiere ningún derecho ni autoriza contratación alguna, de manera que su derogatoria no falsea ni deja sin efecto la relación convencional realizada entre Agencia Datsun y TRANSMESA. Obsérvese, en todo caso, que al promulgarse el Decreto Ejecutivo N° 8978 T-H de 28 de agosto de 1978, que derogó el N° 7979 T-H ya TRANSMESA había revocado el acuerdo que adjudicaba la licitación a la Agencia Datsun, alegando incumplimiento de la parte adjudicataria, de suerte que el último de esos Decretos en nada vino a perjudicar una contratación ya resuelta en vía administrativa, si es que el Decreto Ejecutivo N° 7979 T-H en algo beneficiaba a la parte recurrente.  Lo que en el fondo se plantea es si la decisión de TRANSMESA, de dejar sin efecto la licitación, y del Poder Ejecutivo, de derogar un decreto por el cual se confería exoneración de impuestos a la citada empresa Transportes Metropolitanos S.A. se ajustan o no a la ley, lo cual importa un problema de legalidad y no de violación de garantía constitucional, problema que debe dilucidarse en una vía jurisdiccional distinta a la del Amparo. Tampoco llevan razón los recurrentes cuando pretenden que al destruirse la base económica de la negociación entre TRANSMESA y Agencia Datsun S.A., con la derogatoria del Decreto Ejecutivo que concedía exoneración de impuestos, se incurrió en quebranto del artículo 45 de la Constitución Política que garantiza la inviolabilidad de la propiedad, porque, esa alegada lesión patrimonial, de ser cierta, constituiría daños y perjuicios exigibles en la vía correspondiente y no en la del Amparo, puesto que no existe acto o disposición legal alguna que les prive de la mencionada ventaja económica.
El Magistrado Jacobo también fundamenta su voto en las siguientes razones:  “Basta leer el escrito fecha el diez de octubre último, que es una réplica del recurrente a la contestación de los funcionarios del Poder Ejecutivo, para establecer, en forma clara, que en el fondo de la cuestión discutida en realidad privan y se plantean una serie de supuestos incumplimiento y  la vez irregularidades administrativas que en modo alguno constituyen motivaciones que pueden justificar la vía sumaria escogida, para poder declarar la procedencia del amparo.  La invocada arbitrariedad no surge de inmediato, como lo estima el recurso, vista la compleja y sucesiva trabazón de hechos y situaciones que median en el caso (aplicación e interpretación de diversos actos administrativos, contrataciones, etc.) reguladas por distintas disposiciones, tanto de orden adjetivo como sustantivas.” 

